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PROYECTO DE LEY
Ley de Acceso a  la Docencia en el Nivel Superior
Artículo 1:    No podrán acceder a la docencia en  instituciones de Nivel Superior, indicadas en el artículo 34 de la Ley 26206 de Educación Nacional, cualquiera sea la vía prevista para ese ingreso 

i. Quienes hayan sido condenados por delitos de lesa humanidad o violaciones a los derechos humanos, en cualquier grado de participación, instigación y/o encubrimiento u ocultamiento de los mismos

ii. Quienes tengan  proceso judicial abierto, cuando existan pruebas fundadas suficientes de participación en tales delitos, en cualquier etapa del proceso judicial

iii. Quienes hayan ejercido cargos de rector, vicerrector, o secretarios (o equivalentes) de Universidad Nacional y/o provincial ;  decanos o vicedecanos (o equivalentes) de Facultades u otras unidades académicas  de Universidades Nacionales y/o provinciales   durante el período comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983. 

Artículo 2:   Quienes se encuadren en los términos del artículo anterior no podrán en ningún caso integrar órganos de gobierno, unipersonales o colegiados, en ninguna Institución de nivel Superior

Artículo 3: la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria y/o el Ministerio de Educación según corresponda, en todas las tramitaciones relativas para lograr la autorización provisoria o definitiva de las Universidades Privadas tendrán en cuenta y valorará como antecedente negativo excluyente si el plantel docente o administrativo de una Universidad Privada, así como los miembros de las Fundaciones o Asociaciones Civiles que las conforman cuenta entre sus miembros con personas que se encuadren en los términos dispuestos en el artículo 1° de esta Ley 

Artículo 4 : De forma

Fundamentos
El ejercicio de la memoria y la profundización de los valores democráticos debe ser siempre motivo de preocupación para el legislador y para el conjunto de la sociedad. Porque sólo si un pueblo es capaz de recordar su historia, de analizarla y volver a ella con una mirada crítica y reparadora, más allá de los años que hayan pasado, se asegurará no caer en los mismos errores y no reiterar las situaciones de dolor y frustración que algunos episodios históricos generan: tal es el caso de la ruptura del orden institucional en la Argentina entre los años 1976 y 1983, y el régimen de terror  instalado desde el Estado por esos gobiernos de facto.
El llamado “Proceso” fue por su nivel de violencia -material y simbólica- tal vez la página más oscura, triste y lacerante de nuestra historia como joven Nación. Y si bien el protagonismo de las atrocidades correspondió a los mandos militares, hubo muchas complicidades de estamentos, grupos o individuos  de la sociedad civil que merecen nuestro repudio, y una actitud de vigilancia y denuncia permanente, que además implique consecuencias efectivas de castigo para quienes ejercieron esas innobles conductas.

Los llamados delitos de “lesa humanidad” son probablemente la máxima expresión de esas actitudes condenables. En pronunciamiento reciente (del año 2007) la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al adherir a un dictamen de Esteban Righi, aclaró la definición legal del crimen de “lesa humanidad”. Explicó que el delito mencionado, no puede encontrarse en hechos aislados cometidos por un funcionario público, sino que se configura cuando los ilícitos son parte de una política desarrollada estatalmente contra la población civil. 
Sostuvo que el delito de lesa humanidad consiste en uno de los actos descriptos en el Estatuto de Roma, según el cual debe ser desarrollado por el propio Estado, a través de una política que atenta sistemáticamente contra los derechos fundamentales de una sociedad civil o un grupo determinado de esta. Realizó una reseña histórica del delito de “lesa humanidad” y de su auge en la posguerra ante el juicio de Nüremberg. 
Explicó también que este tipo de delito atenta contra un derecho no escrito, es decir consuetudinario y por tanto cuya vigencia se basa en prácticas internacionales y en derechos que existen desde la convivencia de los hombres en sociedad. Afirmó además, citando a diversos catedráticos de todas partes del mundo que sólo de manera indirecta, la condena de los delitos de lesa humanidad, protege el bien jurídico de los afectados, pues en realidad principalmente lo que se protege, es la convivencia pacífica en sociedad. La gravedad metodológica del delito no es lo que lo transforma en un crimen imprescriptible, sino que sea llevado a cabo por aquellos que tienen por finalidad defender o garantizar la convivencia pacífica. 
La estructura del Estado ha sido una creación para posibilitar la convivencia pacífica en una sociedad, y los riesgos de que dicha creación se vuelva en contra de quienes tiene que proteger, ha hecho nacer a este bien jurídico que pretenden proteger las normas que sancionan los delitos de lesa humanidad. Es decir, que lo que transforma un crimen común en uno contra la humanidad, es que estos sean cometidos por organismos del Estado a través de una política general y/o sistemática en la que se vulneren derechos de la sociedad civil o de un grupo determinado de éste.

Puesta esta definición en el campo de las Instituciones Educativas , la gravedad del daño y la responsabilidad de los agentes, en tanto educadores, se multiplica exponencialmente: porque si algún agente social debe ser testimonio y garante del estado de derecho, de la justicia y de la defensa de los derechos humanos en plenitud, es el que ha sido llamado para la noble tarea de la docencia. Así también se entiende en la Ley de Educación Nacional que afirma en su artículo 70  
No podrá incorporarse a la carrera docente quien haya sido condenado/a por delito de lesa humanidad, o haya incurrido en actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático, conforme a lo previsto en el artículo 36 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y el Título X del Libro Segundo del CÓDIGO PENAL, aún cuando se hubieren beneficiado por el indulto o la conmutación de la pena.

La norma que proponemos se inscribe y precisa esta exclusión, la amplía y la refiere tanto a la incorporación en la carrera docente, como a su ascenso o al ejercicio de funciones de gobierno, para el caso de las Instituciones de Nivel Superior. Sin dudas esta formulación va también en sintonía con lo que en su momento pautó la ley 23 077, promulgada en otro contexto histórico y que en ese marco permitió avanzar hasta donde era posible contra los que se alzaron contra la democracia.
No es un detalle menor reflexionar acerca del papel paradigmático, ejemplificador y modelador que cumplen los docentes del Nivel Superior respecto a nuestros jóvenes tanto por sus actitudes presentes como por su trayectoria de vida y su actuación en los momentos críticos de la historia. Por eso creemos justificada esta propuesta que pone en valor y dignifica la labor docente, procurando diferenciar los comportamientos repudiables de una minoría que en su momento  no estuvo  la altura de las circunstancias.
También se pretende que dicho elemento sea tenido en cuenta al momento de evaluar la calidad de las instituciones y sus propuestas, por parte de los organismos que corresponda, tal como se expresa en el artículo 3ero., con la intención de que esta consideración trascienda el plano de lo individual para ampliar y enriquecer los parámetros de evaluación institucional, con la convicción de que la misma es un aporte sustantivo para obtener una mejor calidad institucional de nuestras casas de estudio.
Por lo expuesto solicito a mis pares que acompañen con su voto esta iniciativa
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